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1.- VISTOS 

Corresponde a la Sala desatar el recurso de apelación interpuesto por el interno JADER HEDER SÁNCHEZ MURCIA, contra el auto interlocutorio proferido el dos (2) de enero de dos mil seis (2006) por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad, por medio del cual negó las siguientes peticiones: Rebaja de la décima parte de la pena impuesta, redosificación de la pena por acogimiento a la sentencia anticipada y libertad condicional.
2.- PROVIDENCIA 

El señor Juez de instancia, en primer término, verificó el cumplimiento de los requisitos establecidos en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005 para otorgar el descuento punitivo pedido. Frente a ello, dijo que al haberse proferido un fallo condenatorio el 06 de agosto de 2003 que lo declaró responsable del delito de extorsión tentada y estar debidamente ejecutoriado, y además, que al haber certificado las autoridades carcelarias que el comportamiento del señor SÁNCHEZ MURCIA oscilaba entre buena y ejemplar; indicaba que se satisfacían las primeras exigencias contempladas. No así en lo que correspondía a la colaboración con la justicia, dado que su sentencia fue ordinaria y no anticipada, y tampoco se había producido resarcimiento alguno de los perjuicios ocasionados con el delito. Sobre la otra sentencia que pesaba en contra del recluso, se tenía que había cobrado ejecutoria  el 26 de octubre de 2005 y, por tanto, al entrar en vigencia la citada ley, no se encontraba en firme.
En esas condiciones, era evidente que no se daba el lleno total de las exigencias y no se podía otorgar la rebaja aludida.

Para el caso de la redosificación pedida por el interno, para que se le otorgara una rebaja de la mitad de la sanción, consideró que solamente se podía mirar su viabilidad respecto de la última sentencia aludida, es decir, aquella proferida el 18 de octubre de 2005, en la cual hubo acogimiento al fallo antelado. Luego de realizar un exhaustivo análisis del fenómeno ocurrido con ocasión de la entrada en vigencia de la Ley 906 de 2004 y con ella, el sistema acusatorio Colombiano, de cara al principio de la favorabilidad penal, expresó que no era posible otorgar la rebaja de pena establecida en el artículo 351 ibidem a un delito cometido antes de su entrada en vigencia, ya que de retrotraerse un proceso ya terminado, significaría que ninguna de las sentencias dictadas tendrían vocación de firmeza dado que tendrían que anularse, para llevar los procesos a una etapa que no existía en la Ley 600 de 2000 o incluso, en el Decreto 2700 de 1991. Asimismo, que eran diferentes los momentos procesales contemplados para los acuerdos y preacuerdos, los cuales no tenían correspondencia con lo reglado en la codificación procesal precedente. Al procesado ya se le había reconocido una rebaja de la tercera parte y por tanto, no era procedente acceder a su petición. 
Sobre la solicitud de libertad condicional, concluyó que tampoco era posible su concesión porque contrario a lo manifestado por el peticionario, el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 que prohibía tal beneficio para quienes resultaren responsables de la comisión de delitos como la extorsión, estaba plenamente vigente, en vista que tal normativa de índole sustancial no sufrió modificación con la expedición del actual Código de Procedimiento Penal.
Finalmente, reconoció como pena cumplida, 21 días, por el tiempo dedicado a actividades laborales durante su cautiverio.

3.-  RECURSO

El ataque a la providencia, proviene del interno, quien dice respetar los argumentos contenidos en la decisión, pero no los comparte. Sobre los tenidos en cuenta para negarle la rebaja de la décima parte de la pena impuesta, hace referencia a jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que conceptuó que la cooperación con la justicia hacía referencia a la ayuda, la contribución, el apoyo o asistencia que el procesado hubiere prestado a los Fiscales o Jueces a cargo de la investigación contra ellos adelantada, sin descartar la posibilidad de reconocerse en caso de colaboración para otros eventos. Acotó también que tal requisito no podría reportar la exigencia de confesar, por contravenir el principio constitucional que salvaguardaba la no obligación de autoincriminarse. También se refirió al aparte de ese pronunciamiento donde se dijo que en lo referente con la reparación de las víctimas, no podía negarse el beneficio cuando el procesado demostrara su insolvencia económica.

Señaló que en su concepto, las normas contenidas en los artículos 40 de la Ley 600 de 2000 y 351 de la 906 de 2004, tenían el mismo alcance procesal, por tanto la nueva norma sí era más benigna para sus intereses, en consecuencia, se le debía conceder la rebaja del 50% de la pena impuesta, tal como la reconoció el señor Juez Penal del Circuito Especializado de Pereira, en providencia cuyos apartes pertinentes transcribe.
En lo que atañe con la libertad condicional, censura el argumento según el cual se le negó por haberse cometido el delito en plena vigencia de la Ley 733 de 2002, para lo cual dice que aunque el señor Juez no lo acepte así, la verdad es que el artículo 64 de la Ley 599 de 2000 fue modificado tácitamente por el artículo 5 de la Ley 890. Por simple lógica, tal norma modificó también TÁCITAMENTE el artículo 11 de la Ley 733 ya aludida, que precisamente se refería a la prohibición de cualquier beneficio para quienes resultaren condenados por un Juzgado Penal del Circuito Especializado. De contera, también fue variado TÁCITAMENTE el artículo 14 ibidem, dado que el artículo 35 de la nueva Ley 906, modificaba lo tocante con la competencia. En resumen, estima que su pena debía ser vigilada bajo el régimen de la jurisdicción ordinaria, ya que la especializada ya no era competente para ello. 
Finalmente, expone que la favorabilidad penal debe imponerse sobre cualquiera otro criterio, razón por la cual pide que se le conceda la rebaja de la décima parte, el 50 % de descuento por la sentencia anticipada y la libertad condicional.
4.-  SE CONSIDERA

Debe la Sala analizar uno a uno los juiciosos planteamientos del interno recurrente, con miras a tomar la determinación que ahora se impone.

4.1. Rebaja de la décima parte de la pena, según el art. 70 de la Ley 975 de 2005
Tal como acertadamente lo concluyó el señor Juez de primer grado, la condena sobre la cual es procedente estudiar la viabilidad de otorgar la rebaja pedida, es aquella proferida en el mes de agosto de 2003, dado que la más reciente todavía no se encontraba ejecutoriada cuando se expidió la Ley 975 de 2005.
En aras de complementar la verificación de los requisitos exigidos para acceder a tal beneficio que en su momento se realizó en el juzgado que vigila la ejecución de la pena, es necesario tener en cuenta que con motivo de la expedición del Decreto 4760 del 31 de diciembre de 2005, que precisamente reglamentó la Ley 975, se hizo más precisión sobre las exigencias pertinentes. En ese sentido, es claro el contenido de los numerales 4 y 5 de su artículo 27, cuando explica:
4. Por cooperación con la justicia, como presupuesto para acceder a la rebaja, debe entenderse la colaboración, ayuda, contribución, apoyo o asistencia que el procesado haya prestado a los fiscales y jueces a cargo de la investigación adelantada en su contra, y cualquier otra que, debidamente probada, haya brindado en asuntos diversos.
En todo caso, la cooperación no implica que el beneficiario se haya acogido previamente a sentencia anticipada o a los beneficios por colaboración con la justicia.
5.La realización de actos de reparación de las víctimas, siempre y cuando hayan sido individualizadas en el respectivo proceso. No se podrá negar la rebaja al interno que carezca de capacidad económica. En tal caso, la reparación de las víctimas se realizará con medidas simbólicas de satisfacción tendientes a restablecer la dignidad de la víctima, difundir la verdad sobre lo sucedido o con garantías de no repetición.
Es concretamente en estos dos elementos donde en criterio del señor Juez de primer grado, se materializa el incumplimiento de los requisitos. Por tanto, sobre ellos, centrará su análisis la Sala, dado que hay coincidencia en cuanto que los otros se encuentran satisfechos.

En lo que hace con la colaboración con la justicia, encuentra el Tribunal que el señor SÁNCHEZ MURCIA desde un comienzo de la investigación aceptó su responsabilidad, quizá motivado por la aprehensión en flagrancia de que fue objeto. Sin embargo, no se puede desconocer que de manera clara relató la forma como se había fraguado la actividad ilegal desplegada, incluso renunciando a la garantía que le permitía no autoincriminarse. Suministró datos precisos sobre la identidad de una tercera persona residente en la ciudad de Manizales, que tuvo incidencia directa en el ilícito materializado, producto de lo cual ante la solicitud que en ese sentido hiciera la Representante del Ministerio Público, en la resolución que calificó el mérito del sumario se dispuso compulsar copias para que se investigara por cuerda separada su participación en los hechos.
En este mismo tópico, se tiene que el sentenciado de su puño y letra presentó memorial ante la Fiscalía, el 26 de noviembre de 2002, en el cual solicitaba que se profiriera sentencia anticipada, petición que fue negada mediante resolución del 02 de diciembre siguiente, dado que para ese entonces, la Ley 733 impedía el acogimiento a tal figura
. Si se tiene en cuenta que la resolución de acusación fue proferida el día 13 de febrero de 2003 y que para la época de la solicitud, todavía no se había declarado cerrada la investigación, necesariamente debe colegirse que en verdad existió interés en que de una vez se profiriera una sentencia condenatoria en su contra, con lo cual se hubiera evitado, en su caso, un innecesario desgaste de la justicia. Por tanto, en contravía con lo estimado en la providencia impugnada, la Sala advierte que también la exigencia de la colaboración con la justicia, está satisfecha.
Empero, en lo que hace con la indemnización a las víctimas, encuentra esta colegiatura un escollo, dado que no aparece constancia en el proceso sobre la indemnización hecha al afectado y a la cual hace alusión el recluso. Efectivamente, se verificó que en el fallo se impuso la obligación de resarcir los perjuicios morales ocasionados, estimados en dos (2) salarios mensuales vigentes lo cual aparentemente no se ha cumplido. A ello se llega, por cuanto en el escrito de solicitud original presentado en la primera instancia, afirma que “…ya indemnicé a la víctima dentro del proceso y les pido perdón por los daños que haya causado”
; pero, al sustentar el recurso, acude a jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia que pregona que demostrada la insolvencia económica, no puede negarse el beneficio con fundamento en tal punto.

En este acápite es imperativo precisar que si el señor SÁNCHEZ MURCIA no cuenta con los recursos económicos para satisfacer la obligación económica, es situación que debe comunicar y, además, demostrar en caso de que persista en ese cometido. De otro lado, si este es el camino elegido, y lo que pretende es acogerse a las otras fórmulas simbólicas que permitan materializar la indemnización, deberá expresar qué método será el que utilizará para demostrar su voluntad resarcitoria por la afrenta cometida.  

En esas condiciones, la exigencia de indemnización a las víctimas no se ha cumplido y en el entendido que los requisitos plasmados en el artículo 70 de la Ley 975 de 2005, aclarados en el Decreto 4769 del mismo año, deben concurrir al unísono, será que la Sala decidirá no conceder la rebaja pedida.

4.2. El descuento del 50% por el acogimiento a la sentencia anticipada.

El tema planteado por el recurrente ya había sido abordado previamente por esta colegiatura en un buen número de oportunidades. Por tanto, vale la pena mencionar que a la hora de ahora, lo que amerita reflexión es si la institución de la terminación anormal del proceso que se pretende sea aplicada retroactivamente a los hechos inicialmente regulados por la ley 600, corresponde o no corresponde a una institución propia del sistema acusatorio impuesto por la Ley 906 de 2004, porque si la respuesta es positiva, entonces está prohibido hacer esa aplicación favorable dado que se estaría desvertebrando tal sistema. 

Inicialmente, no existía uniformidad de conceptos en cuanto a si la aceptación de cargos de la Ley 600 es igual o asimilable a la aceptación de responsabilidad en el nuevo modelo procedimental. Incluso, se registraron importantes salvamentos de voto en el seno de la Sala de Casación Penal de la honorable Corte Suprema de Justicia al debatirse de forma general la aplicación del principio de favorabilidad con ocasión de la entrada en vigencia del sistema acusatorio. Basta hacer mención de uno de los apartes de la Adición de Voto hecha por el honorable Magistrado de la Sala de Casación Penal, Dr. YESID RAMÍREZ BASTIDAS, en donde se asegura que la aceptación de cargos en la nueva codificación es diferente a la sentencia anticipada del anterior sistema, por cuanto ésta es de naturaleza unilateral, en tanto aquélla corresponde a un acuerdo entre Fiscalía y procesado. Así lo expone:

“ La figura del allanamiento o aceptación de cargos a que se refiere el inciso 1º del artículo 351 de la ley 509 de 2004, no es equivalente a la sentencia anticipada regulada en la ley 600 de 2000 porque la cantidad de la rebaja de pena merecida, que puede ser “hasta la mitad de la pena imponible” para el sindicado que acepte los cargos en la audiencia de formulación de la imputación, tiene que lograrse mediante acuerdo fiscal-imputado (bilateral) como no lo exige  el art. 40 del cpp-2000 que sólo demanda manifestación unilateral que se premia con una rebaja fija: 

a) Según el artículo 288-3 de la ley 509 de 2004, el Fiscal deberá expresar oralmente en el acto de formulación de la imputación que tiene lugar en audiencia ante el Juez de Garantías, la “posibilidad del investigado de allanarse a la imputación y a obtener rebaja de pena de conformidad con el artículo 351”.
b) Como aún en las eventualidades de finalización anticipada del proceso debe cumplirse con el esquema general del proceso y el principio de congruencia de conformidad con el cual no se puede declarar culpable al acusado por hechos que no consten en la acusación
, es claro que cuando se aceptan los cargos imputados también debe tener lugar la presentación del escrito de acusación ante el Juez de conocimiento, que para el caso es el acuerdo respectivo entre Fiscal e imputado, según lo señala con claridad el artículo al cual remite la disposición antes transcrita.

“La aceptación de los cargos  determinados en la audiencia de formulación de la imputación –dice la norma—, comporta una rebaja hasta de la mitad de la pena imponible, acuerdo que se consignará en el escrito de acusación”.

c) La remisión que el artículo 288-3 hace al 351 no es exclusivamente para lo atinente a la rebaja de pena sino igualmente en relación con el señalamiento que hace la norma a que el acuerdo se consignará en el escrito de acusación.

d) Si lo anterior es así y se tiene en cuenta que en la hipótesis examinada los cargos no se acuerdan porque el procesado se allana a ellos, es evidente que el acuerdo al cual se refiere el dispositivo procesal sólo puede ser sobre la rebaja de pena, de tal manera que la figura recobra –como lo dice, además, la rúbrica del título correspondiente del estatuto procesal (Título II)- la bilateralidad que la distancia para hacerla diferente al supuesto de hecho del artículo 40 de la Ley 600 de 2000.”  

En otra decisión, la Corte Suprema de Justicia estudió el asunto de la favorabilidad, esta vez sí en lo concerniente con la sentencia anticipada y conceptuó -acogiendo básicamente el criterio plasmado en el salvamento de voto trascrito-, que no era posible aplicar el principio de favorabilidad cuando los procesados en vigencia de la anterior legislación adjetiva se habían acogido a tal figura de terminación anormal del proceso. Se concluyó:

Por ello, sin desconocer, como se dijo, la aplicación del principio de favorabilidad frente a la coexistencia de normativas pertenecientes a sistemas distintos, de todos modos resulta claro que sólo opera cuando los referentes de hecho sean idénticos.

Cierto es, entonces, que en la legislación anterior (Ley 600 de 2000) y en la actual (Ley 906 de 2004) se contempló la terminación anticipada del proceso. No obstante, estos institutos no coinciden en sus estructuras, pues si bien ambos finalizan la actuación de manera “anormal”, también debe reconocerse que tal como fueron concebidos obedecen a una mecánica jurídica distinta, pues contemplan desarrollos y alternativas procesales disímiles.

De otro lado, aducir que los dos institutos son iguales por cuanto inciden en el campo de la punibilidad, es una afirmación sesgada y genérica que no consulta tanto la estructura de cada sistema como los motivos por los cuales fueron incorporados a cada legislación, resaltándose que en la Ley 906 de 2004 impera como principio la justicia consensual propia de los sistemas de corte acusatorio.

En adición a lo anteriormente plasmado, consideramos que la nueva norma no es necesariamente más favorable que la anterior. Para llegar a esa aseveración, no basta con el simple hecho de cotejar numéricamente las cifras allí contempladas (1/3 frente a ½), pues eso sería ir contra la realidad jurídica estipulada. 

Si se mira bien, no es realmente LA MITAD lo que amerita la norma como descuento por el acogimiento a los cargos imputados, sino HASTA LA MITAD, que es diferente. Así las cosas, sería probable que en un caso dado la persona mereciere igual o incluso menos de la 1/3 parte que contemplaba el dispositivo anterior; luego entonces, no hay lugar a pregonar (en abstracto) favorabilidad alguna.

Pero para ir más allá de esta interpretación literal, dígase que un entendimiento sistemático nos lleva incluso a sostener que es injusta la pretensión que aquí se desea, toda vez que comparativamente con quienes delinquieron a partir del primero de enero de 2005, los infractores anteriores saldrían enormemente beneficiados en relación con los nuevos. Obsérvese no más que el nuevo sistema acusatorio arrancó con una mayor punibilidad (Ley 890 de 2004), que tiene su razón de ser en la necesidad de compensar los preacuerdos y negociaciones entre las contrapartes, es decir, se trata de un juego de contrapesos en los cuales el Estado desea obtener como contrapartida un mayor número de acogimientos. Esto, por supuesto, no estaba dentro de la filosofía del anterior sistema. 

CONCLUSIONES:

1. No apreciamos evidente una contradicción entre el inciso tercero del artículo 6º de la Ley 906 de 2004 y la norma constitucional contenida en el artículo 29 (debido proceso que incorpora el principio de favorabilidad), pues no son abiertamente incompatibles sino coherentes en el diseño de dos sistemas opuestos que requieren regulaciones distintas para poder coexistir.

2. No encontramos necesariamente más favorable la aplicación del inciso 1º del artículo 351 de la Ley 906/04, por sobre la disposición contenida en el artículo 40 de la Ley 600/00; pero además, y conforme con lo ya expuesto, tampoco es contundente el criterio según el cual, hay “identidad de objeto” por tratarse de instituciones asimilables.

3. Normalmente, no se estimaría obligatorio revisar la dosificación punitiva en el caso concreto del señor SÁNCHEZ MURCIA con fundamento en los anteriores planteamientos. No obstante, encuentra la Sala una situación particular que obliga a una solución diferente como pasa a explicarse:

Acontece que ha sido criterio de esta colegiatura, que sí se ha dado una favorabilidad específica para el caso de quienes habiendo manifestado su voluntad de acogerse a la sentencia anticipada, en delitos como el que aquí nos ocupa, no accedieron al descuento respectivo por expresa prohibición legal contenida en la pruricitada Ley 733 de 2002. Al punto, es conveniente transcribir apartes de lo que al respecto se dijo, por ejemplo, en providencia cuyo ponente fue quien ahora funge igual encargo:

Es necesario considerar que dentro de las rebajas punitivas establecidas para la aceptación de cargos en el nuevo estatuto, no se estableció excepción respecto de algún delito en particular
. Por ende, colige la Sala que al no excluirse ninguna conducta de las reducciones allí contempladas ha operado una derogatoria tácita del citado artículo 11 de la Ley 733 de 2002, única y exclusivamente en lo que hace con las rebajas por terminación anticipada, dado que como se aclaró anteriormente, la prohibición sobre los otros beneficios continúa vigente.    

Es innegable entonces que las nuevas disposiciones que regulan la aceptación de los cargos en el sistema acusatorio, comportan una situación más benéfica respecto de aquellas personas que habiéndose acogido a la sentencia anticipada durante la vigencia del anterior Código de Procedimiento Penal, no se les otorgó rebaja alguna y, por tanto, es necesario aplicar la nueva normatividad que permite otorgar descuentos punitivos para eventos como los aquí estudiados.

El interrogante que a continuación debe resolverse es: ¿a qué monto de descuento se tiene derecho, al fijado en la ley anterior que rigió el procedimiento adelantado en contra de los sentenciados, o el actual del sistema acusatorio que se dice más favorable?, a este segundo aspecto la Sala responde que debe ser aquél que regía el procedimiento bajo cuya égida se rituó la causa de los aquí implicados
, con fundamento en que resulta claro que la interpretación dada por la Corte Suprema de Justicia impide que sea del 50%, tal como se desprende del fallo de casación del 23-08-2005 Radicado 21954, M. P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés proferido por la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia, donde se concluyó que en cuanto se refería a la figura de la sentencia anticipada consagrada en la Ley 600 de 2000, no era posible el descuento contemplado en la nueva legislación.
 

En el presente evento, se tiene que en verdad el sentenciado intentó acogerse al fallo antelado, tal como se explicó antes, pero tal petición fue erróneamente negada por la Fiscalía. Siguiendo entonces los lineamientos arriba plasmados, estima la Sala procedente otorgar al señor JADER HEDER SÁNCHEZ MURCIA una disminución de la tercera parte de la pena que le impusiera el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado en su providencia del 6 de agosto de 2003, que fue del orden de 7 años más 6 meses de prisión y multa por valor de 450 s.m.l.m.v.  Por tanto, la rebaja a que tiene derecho por el acogimiento a la sentencia anticipada será de 30 meses y 150 s.m.l.m.v., con lo cual la pena definitiva por este delito en particular será de sesenta (60) meses y 300 s.m.l.m.v.
4.3. La libertad condicional
No otra podría haber sido la determinación tomada por el Juzgado de instancia, habida cuenta que aún subsiste en nuestro ordenamiento jurídico, una codificación especial que impide que los responsables de ciertos delitos, considerados por el legislador como graves, accedan a beneficios diferentes a aquellos que se otorgan por la colaboración efectiva con las autoridades judiciales.

Es imposible desconocer, tal como lo asevera el recurrente, que el instituto de la libertad condicional fue modificado de manera expresa,  en virtud de lo dispuesto en el artículo 5º de la Ley 890 de 2004; sin embargo, tal variación se refirió única y exclusivamente a las fracciones de la pena que debían ser descontadas antes de acceder a tal beneficio, dado que si antes se exigía el cumplimiento de las tres quintas (3/5) partes de la condena, a partir de su vigencia
 el monto se aumentó a las dos terceras (2/3) partes. Significa lo anterior, que en verdad, no se puede hablar de que la norma del artículo 64 de la Ley 599 de 2000 (Código Penal) tal como quedó, sea más benéfica para los sentenciados. Para corroborar tal enunciado, basta con realizar de manera didáctica los respectivos cálculos matemáticos sobre la cantidad de pena a descontar como requisito objetivo para acceder a tal gracia: Tomemos por ejemplo una pena de cien (100) meses de prisión. Las tres quintas (3/5) partes serán (anterior sistema) sesenta (60) meses; sin embargo, a la hora de ahora, será necesario que se descuenten las dos terceras (2/3) partes, es decir, sesenta y seis (66) meses y veinte (20) días de reclusión, antes de acceder a la  libertad condicional.

Visto el asunto desde esta óptica, y debido a que la norma en comento conservó la redacción que originalmente tenía, es forzoso para la Sala colegir que no se estructuró la figura de la favorabilidad penal, habida cuenta que al fin y al cabo, tal como están las cosas, la norma reporta una exigencia mayor a la hora de otorgar el beneficio liberatorio.

Es imperativo acotar entonces, así como lo manifestara el señor Juez de primera instancia -y como ha sido el criterio de esta Sala-, que continúa plenamente vigente la prohibición contenida en el artículo 11 de la Ley 733 de 2002 sobre el acceso a varios beneficios, entre ellos la libertad condicional, para los autores de delitos graves como la extorsión, conducta punible por la cual fuera juzgado y condenado el señor JADER HEDER. Por ende, no se ve posible por el momento, que el sentenciado acceda a tal beneficio, dado que, se repite, no se puede considerar que lo dispuesto en la Ley 890 de 2004 haya modificado la talanquera establecida al respecto en la ya citada Ley 733.

Si bien es cierto, el recurrente hace mención a diferentes decisiones que han permitido la aplicación de normas más favorables contenidas dentro del sistema acusatorio, a quienes fueron condenados por hechos cometidos antes del primero (1º) de enero de dos mil cinco (2005) –criterio que esta Sala comparte como ha quedado evidenciado antes y en otras múltiples decisiones-, no lo es menos que, como ya se vio, no existe en la actualidad una disposición que permita soslayar la infranqueable barrera legal que impide la concesión de la libertad condicional que actualmente se pretende.

Así las cosas, la mejor alternativa a la que puede acceder el sentenciado, en aras de disminuir su tiempo de detención física, es continuar con la buena conducta que ha mantenido hasta ahora en el interior del penal y seguir accediendo a redenciones de pena, ya sea por estudio o por trabajo; camino que seguramente le permitirá obtener más prontamente su libertad.

En ese orden de ideas, se modificará el auto interlocutorio apelado, al concederse la redosificación punitiva por las razones aquí esbozas y se confirmará en todo lo demás. El Juzgado que vigila la ejecución de la sanción, deberá proceder a realizar los ajustes pertinentes respecto de la acumulación jurídica de penas que previamente se le reconoció. 

5.- DECISIÓN  

Con las anteriores motivaciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, MODIFICA  el auto interlocutorio proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por cuanto se CONCEDE al señor JADER HEDER SÁNCHEZ MURCIA una rebaja de la tercera parte de la pena impuesta mediante la sentencia proferida por el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Pereira, el día 6 de agosto de 2003. Por tanto, la pena definitiva por el delito de tentativa de extorsión será de sesenta (60) meses de prisión y trescientos (300) salarios mínimos legales mensuales vigentes. Se confirma en lo demás.
CÓPIESE, CÚMPLASE Y DEVUÉLVASE 

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE


 VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

CRUZ ELENA GONZÁLEZ LÓPEZ
Secretaria de la Sala           
� Entendimiento equivocado a juicio de la Sala por cuanto la prohibición que se establecía por ley no era el acogimiento a sentencia anticipada, sino, la consiguiente rebaja de pena derivada de ese proceder.


� Cfr. Folio 266


�  Artículo 448 de la ley 906 de 2004.


� Colisión de Competencias. Rad. 23.312 04-05-2005 


� Sentencia de Casación del 23-08-2005 Radicado 21954. M. P. Dr. Jorge Luis Quintero Milanés


� Cfr. Ley 906 de 2004 artículos: 350, 351, 356 y 367


� Así se dijo en la sentencia de 2ª Instancia del 26-10-2005 Rad. 660013107001-2005-00046-01 M.P. Dr. Vicente Rodríguez Feo.


� Cfr. Auto de 2ª Instancia del 11-11-2005. Radicado 66OO13187002-2005-00259-01


� El artículo 15 de la Ley 890, publicada en el diario oficial número 45.602 del 7 de julio de 2004   dispuso: La presente ley rige a partir del 1° de enero de 2005, con excepción de los artículos 7º a 13, los que entrarán en vigencia en forma inmediata.
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